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Campaña derecho de fiscalización

« Kit de campaña»

Este documento tiene por objeto enumerar las reivindicaciones principales de la campaña y dar herramientas a los actores que la lanzarán (texto común del llamamiento).  También pretende ofrecer líneas de actuación sobre las reivindicaciones que podrían realizar las organizaciones que lleven a cabo la campaña a nivel nacional. 

Documento 1: Proyecto de texto común del llamamiento con el fin de realizar una campaña « por el derecho de fiscalización de los lugares de  encierro de los migrantes » con reivindicaciones comunes.
Documento 2: Nota sobre las diferentes modalidades de acceso de las ONG a los centros y sobre otros modos de intervención de los actores de la sociedad civil con el fin de ejercer este derecho de acceso fiscalización.
Documento 3: Líneas de reflexión sobre las reivindicaciones que podrían ser adaptadas en función de los contextos y de las prioridades de cada organización. 
Calendario: 

- Lanzamiento : La campaña será lanzada en los Foros Sociales que se desarrollarán en septiembre: Madrid (11, 12 y 13 de septiembre) y en Malmö (18, 19 y 20 de septiembre)

- A la hora de fijar fechas para la campaña se tomará en cuenta el proceso de las elecciones europeas de junio de 2009.
Documento 1 : 

Llamamiento : proyecto de texto común / reivindicaciones comunes

POR UN DERECHO DE FISCALIZACION EN LOS LUGARES DE ENCIERRO DE LOS EXTRANJEROS

Desde su creación, Migreurop denuncia la multiplicación de los lugares de encierro para extranjeros que los Estados miembros de la Unión Europea instauran en el marco del plan de lucha contra la inmigración ilegal. Este fenómeno afecta tanto a los países de la Unión Europea como a los países situados fuera de sus fronteras y a los que Europa incita a "retener" o a readmitir. Los sistemas de encierro y de alejamiento de los extranjeros son variables en función de los países, pero comprobamos por todas partes una generalización del encierro de personas que sólo cometieron infracciones relativas a la entrada y a la estancia. Esta generalización del encierro de los extranjeros tiende a ser institucionalizada por la Unión Europea, particularmente con la adopción el 18 de junio de 2008 por el Parlamento Europeo de la Directiva "retorno" que valida prácticas de detención de los extranjeros con duraciones desmesuradas.

Los lugares de encierro de los extranjeros son a menudo aislados de la mirada de la sociedad civil, que tiene poca visibilidad e información sobre lo que allí ocurre. El derecho de acceso de las ONG de defensa de los derechos de los extranjeros es limitado o inexistente. Esto favorece los riesgos de abuso y de atentados a los derechos de las personas allí detenidas.  

A raíz del refuerzo de los dispositivos de control y de detención por parte de la UE, la sociedad civil pide el derecho de fiscalización sobre estos lugares de detención de extranjeros, con el fin de:

- dar a conocer la realidad y las condiciones del encierro de los extranjeros en estos centros, 

- desempeñar un papel de alerta y de defensa de los extranjeros detenidos, y 

- testimoniar sobre las consecuencias de este encierro y sobre las situaciones que conducen a las violaciones de los derechos de los migrantes:  

Para que este derecho de fiscalización pueda ser ejercido en estos lugares por los actores de la sociedad civil, pedimos:

A los Estados : 

· que garanticen legalmente y sin restricciones el derecho de acceso de la sociedad civil y de las ONG a los lugares de encierro de los extranjeros; 

· que garanticen a los extranjeros detenidos el acceso a una asistencia para la defensa de sus derechos por parte de actores independientes de las autoridades nacionales; 

· que garanticen el ejercicio de un control regular sobre la situación de los migrantes en estos lugares de encierro por parte de organizaciones independientes de las autoridades nacionales;

· que informen a la sociedad civil sobre la situación en estos lugares de encierro, particularmente comunicando su existencia, número y funcionamiento de todos aquellos lugares de encierro de los extranjeros en su territorio.

A la Unión Europea :

· la  creación de un instrumento apremiante que obligue a los Estados miembros a proporcionar a la sociedad civil el derecho de acceso efectivo a los lugares de encierro de los extranjeros, 

· la instauración de un mecanismo de control de la situación en estos lugares de detención, tanto en los Estados miembros como en los países con los cuales la UE firmó acuerdos migratorios, particularmente vía visitas regulares de organizaciones independientes de los Estados miembros. También se le solicita la presentación de informes - al menos anuales - en el Parlamento Europeo sobre la situación de estos lugares de encierro  

· la imposición a los Estados miembros de garantizar a los migrantes detenidos un acceso efectivo a un sistema de defensa de los derechos de los extranjeros, que sea  independiente de las autoridades nacionales.

Documento 2 : 

Notas sobre las diferentes modalidades de acceso de las ONG en a los centros

Teniendo en cuenta la heterogeneidad de los sistemas de detención de los extranjeros en Europa y en los países situados en sus fronteras, constatamos que los dispositivos legislativos nacionales, las condiciones en los centros y las prácticas de las administraciones encargadas de la gestión de los centros varían de un país a otro e incluso de un centro a otro. Lo mismo ocurre respecto al derecho de acceso de las ONG - y más ampliamente de la sociedad civil – a estos lugares de encierro.  

En función de los países, estas posibilidades de acceso (práctico o teórico) difieren en los siguientes aspectos: 

- la frecuencia o la regularidad de este acceso (derecho de presencia permanente, regular o un derecho puntual y esporádico de visita), 

- las condiciones y las modalidades de esta presencia (derecho de acceso reconocido legalmente que resulta de un acuerdo con las autoridades encargadas de los centros, simple tolerancia).

- los actores autorizados (abogados, instituciones internacionales, asociaciones u organizaciones más o menos independientes de las autoridades encargadas de la gestión de los centros),  

A veces, estas condiciones difieren dentro del mismo país según la naturaleza del lugar de encierro: así, puede prohibirse el acceso a los centros de detención donde se retienen a los extranjeros en situación irregular, y autorizarse en las zonas de tránsito de los aeropuertos.  

Las líneas de reivindicación deberán, pues, adaptarse en función del contexto y de las prioridades de cada organización.

Uno de los objetivos de esta campaña es dar a conocer las condiciones de los lugares de encierro. Es por ello que conviene precisar que cuando hablamos del derecho de "fiscalización" en los lugares de encierro, nos referimos a un derecho de acceso acompañado de una función de información, testimonio.  

El objetivo no sólo es reivindicar el derecho de acceso a los centros con el fin de aportar una ayuda a la defensa de los derechos de los migrantes, sino que se trata de reivindicar un derecho de acceso que tenga también como función dar a conocer, estar al corriente y difundir la información, e incluso denunciarla si es preciso.  

No se trata, pues, de una observación neutra, tal y como puede ser la de organizaciones que se comprometerían a no testimoniar sobre lo que allí ocurre invocando, por ejemplo, el respeto a un eventual principio de neutralidad o a un deber de discreción.

I – El derecho de acceso de las ONG y de la sociedad civil

La frecuencia o la regularidad de las posibilidades de acceso de las ONG o de otros actores de la sociedad civil difieren en función de los países (derecho de presencia permanente, regular, derecho puntual de visita, acceso esporádico). Existen diferentes situaciones relativas a la regularidad de la presencia de las ONG en los centros, a menudo vinculadas a las condiciones y a las modalidades de esta presencia.

1 - La frecuencia y las modalidades de este derecho de acceso  

 - Intervención regular: derecho de acceso permanente en el marco de un acuerdo formal entre los poderes públicos y una o varias asociaciones

Este tipo de intervención no es el más habitual en el territorio europeo. Es el caso de Francia, dónde el Ministerio de Inmigración firmó un convenio con la Cimade, con el fin de que esta última asegure un servicio de defensa de los extranjeros retenidos en los centros (y con la Anafé para el acceso en la zona de espera y en las terminales del aeropuerto).  

El ejemplo de Cimade: La Cimade ejerce en los centros de retención franceses una función de defensa de los derechos de los extranjeros retenidos. El cumplimiento de esta tarea se basa en un convenio firmado con el Ministerio de Inmigración que le concede un presupuesto con el fin de cumplir con esta misión.

La presencia de una asociación que ejerza una función  de acompañamiento está prevista por un Decreto (Decreto del 17 de julio de 2001 , en base  al cual se firma el convenio;  pero el hecho de que  la decisión de concesión o de retirada de esta misión de defensa de los extranjeros - que implica una financiación y la autorización para tener una permanencia en los centros – dependa de  las autoridades puede poner en peligro la continuidad y la independencia de la asociación. 

Ahora bien, el Ministerio de Inmigración renegocia cada tres años el convenio firmado con la Cimade, por lo que puede cuestionar y poner en entredicho su presencia.

Además de la función de acompañamiento y de defensa de los derechos de los extranjeros retenidos,  la Cimade asumió el deber de informar sobre la realidad de lo que la asociación pueda llegar a comprobar en el ejercicio de esta misión. Interpela con frecuencia a los poderes públicos sobre ciertas situaciones individuales y no duda en denunciar las consecuencias dramáticas de la aplicación de las políticas ejecutadas por dichos poderes públicos. Esta misión de información condujo particularmente a la denuncia de las consecuencias dramáticas de la ejecución de los objetivos gubernamentales de llevar a cabo un número concreto de alejamientos/expulsiones en 2008. 

Ver informe 2007 sobre los centros y los locales de retención administrativa de la Cimade: http://www.cimade.org/publications/16 

El ejemplo de la Anafé: La Anafé firmó un convenio con el Ministerio del Interior en marzo de 2004 con el fin de ejercer una asistencia jurídica de los extranjeros no admitidos en el aeropuerto de Roissy Charles de Gaulle. La Anafé aceptó firmar este convenio a pesar de las restricciones de acceso a las terminales que le fueron impuestas. En efecto, algunos extranjeros están mantenidos en los puestos de la policía de los distintos terminales del aeropuerto y el convenio prevé para la Anafé la posibilidad de acceder allí solo 3 veces a la semana, acompañados de un agente de policía de fronteras y siempre que se haya avisado de la visita el día anterior. Esta permanencia funciona gracias a los 15 voluntarios habilitados para entrar en la zona de Roissy. 

Algunas asociaciones también tienen derecho de acceder a las zonas de espera: 13 asociaciones
, incluyendo a la Anafé, pueden entrar en todas las zonas de espera en Francia. 

Este derecho de acceso permite entrevistar a los extranjeros retenidos y dar prueba de las observaciones hechas in situ, de la evolución de las prácticas y de las disfunciones. Estas visitas permiten dialogar con los representantes de los distintos servicios presentes (PAF, OFPRA, Cruz Roja Francesa, ANAEM, servicio médico). Sobre la intervención de la ANAFE véase publicaciones 2008 Anafé: http://www.anafe.org/publi2008.php
Sin embargo, la presencia regular de estas asociaciones que pudieron demostrar su independencia no es garantía de respeto de los derechos fundamentales de los migrantes, como denuncian los distintos informes de dichas las asociaciones. 

La presencia y la acción diaria de estas asociaciones, que son las únicas protagonistas de la sociedad civil presentes en estos lugares de encierro, así como un acceso más amplio a estos centros por otras asociaciones, podría ser uno de los elementos de la reivindicación (véase documento 3).
– Derecho de acceso puntual 

En la mayoría de los países, el acceso de las ONG a los lugares de encierro no es permanente, sino más bien ocasional, y a menudo se ejercita bajo la forma del "derecho de visita" o del derecho de acceso puntual sin carácter permanente, que no siempre cubre la totalidad de los lugares de detención. Este derecho de visita a veces se formaliza con un acuerdo firmado con las autoridades responsables (Ministerio del Interior, Ministerio de Justicia, Ministerio de Inmigración…; las autoridades responsables varían según los países) o con los responsables del centro. Pero este derecho de visita no siempre está formalizado por un acuerdo específico ni está garantizado por la ley. A veces, los centros de detención para extranjeros se organizan según el sistema penitenciario, y este derecho de acceso se ejercita bajo la forma de un derecho de visita tal y como el que puede concederse a los capellanes (como ocurre, por ejemplo, en Suecia, Irlanda o Gran Bretaña).

La frecuencia de la presencia de las organizaciones varía en estos casos: a menudo depende del poder discrecional de las autoridades, pero también de las capacidades de las asociaciones que no siempre tienen los medios suficientes para ejercer una función de defensa de los derechos de los extranjeros.

Ejemplos:

Bélgica: la red CIRE organiza visitas frecuentes a los lugares de encierro (" centros cerrados "), pero no tiene acceso a la zona de tránsito del aeropuerto. El acceso está a menudo sometido al visto bueno de las autoridades. 

Italia: la asociación ARCI consiguió en 2007, teniendo como base un convenio de una duración de 4 meses, el acceso al centro de primeros auxilios de Lampedusa para realizar un trabajo de acompañamiento jurídico.

Estonia: Estonian Refugee Council solicitó una autorización especial al Ministerio para realizar visitas puntuales.

Polonia: las asociaciones pueden solicitar el acceso a los centros, y las decisiones se toman caso por caso. Las asociaciones Halina Niec y la Fundación Helsinki, tienen derecho de acceso a los centros de detención y ejercen en ellos la función de defensa de los derechos de los extranjeros.

Pero las dificultades de las asociaciones para acceder a los centros se encuentran esencialmente ligadas al hecho de que no disponen de ninguna financiación por parte del Estado para asegurar esta misión. Al ser esta financiación insuficiente, sólo pueden estar presentes en algunos centros (3 de cada 17).

Malta: la situación en Malta es similar a la polaca. El JRS está autorizado a asegurar la asistencia legal en los centros. Pero las dificultades esenciales de la asociación están ligadas a la imposibilidad de asegurar una asistencia a todos los migrantes retenidos.

 - Derecho de acceso ocasional

En algunos países miembros de la Unión Europea, o que están situados en las fronteras exteriores de la Unión, no está previsto ningún tipo de acceso reglamentado y no existe ninguna forma de acuerdo o de convenio con las autoridades encargadas. Las ONG y otros actores de la sociedad civil pueden ejercer un derecho de fiscalización extremadamente limitado, ya que el acceso de las ONG depende de la buena voluntad de las autoridades, que pueden decidir de modo arbitrario su autorización o denegación. En general, las ONG sólo tienen acceso a estos lugares en situaciones específicas y como consecuencia de las fuertes presiones ejercidas sobre las autoridades. 

En este contexto, los migrantes casi no tienen acceso a un servicio de asistencia legal. Además, existe una visibilidad muy limitada sobre lo que ocurre en estos centros.

Ejemplos:

Chipre: la asociación KISA sólo tiene acceso a los centros en  casos específicos, particularmente para los solicitantes de asilo. Los miembros de la asociación sufren fuertes presiones y campañas de denigración por parte de las autoridades  como  consecuencia de las denuncias realizadas en cuanto a  las condiciones de detención.

España: la RED ACOGE puede efectuar visitas esporádicas en los centros de retención españoles.

Mauritania: acceso esporádico de los representantes de la asociación AMDH para seguir casos específicos

2 – El derecho a la presencia a veces está condicionado por el tipo de actividad ejercida

En algunos países, la presencia de las asociaciones o de las organizaciones sólo se autoriza para ciertos tipos de actividades:  

- Papel de asistencia legal limitada a los solicitantes de asilo: en algunos países de la UE (como Eslovenia, Chipre e Italia) las asociaciones pueden tener acceso a los centros de detención para migrantes “ilegales”, pero únicamente para ayudar a los solicitantes de asilo. El acceso, además, está subordinado a la buena voluntad del ministerio competente para otorgar las autorizaciones si no están garantizadas por la ley.

En la mayoría de los casos, sólo el ACNUR está autorizado a acceder a estos centros, con las reservas que esto implica particularmente en términos de denuncia / difusión, ya que el HCR no es una organización no gubernamental sino una agencia de las Naciones Unidas.

Ejemplos: 

Eslovenia: la asociación PIC firmó un convenio con el Estado esloveno para hacer un seguimiento de los solicitantes de asilo que se encuentran en la « Asylum House », así como de los detenidos en el centro de retención. También tienen una actividad de supervisación en las fronteras, que se enmarca siempre en su papel de asistencia legal a los solicitantes de asilo.

España: la asociación CEAR tiene un convenio con el gobierno español para entrar en los centros de internamiento para realizar una asistencia legal, únicamente para los solicitantes de asilo.

Grecia: El Greece Refugee Council está autorizado a acceder a los centros de detención sólo para prestar asistencia jurídica a los solicitantes de asilo

- Derecho de acceso concedido únicamente con el fin de aportar un apoyo social, conllevando la prohibición a las organizaciones no gubernamentales de defender los derechos de los extranjeros. En algunos países, ciertas asociaciones tienen derecho de acceso a los lugares de encierro, pero únicamente para aportar un apoyo social a los migrantes. Las autoridades no autorizan que las asociaciones asuman la defensa de los derechos de los extranjeros.  

Ejemplos: 

Alemania: el Estado financia la defensa de los extranjeros firmando un convenio con abogados, pero las ONG  que, por otro lado, consideran que esta ayuda es insuficiente, no están autorizadas a ejercer la defensa de los derechos de los extranjeros con el fin de aportar una asistencia jurídica complementaria.

Austria: las ONG sólo tienen acceso a los centros para  prestar asistencia social de tipo humanitario.

II - Otros modos de intervención de las ONG y de la Sociedad civil 

para ejercer este derecho de fiscalización

1 – Por medio de llamadas telefónicas y de la sala de visitas 
En algunos países - ya se trate de aquellos donde exista una presencia asociativa dentro de los campos de detención (Francia), o en los que el acceso esté limitado a los solicitantes de asilo (como Eslovenia), o donde el acceso esté prácticamente prohibido (como Chipre) - se han puesto en marcha movilizaciones en torno a los lugares de internamiento. Se trata de establecer una comunicación con el interior de los centros para recoger los testimonios sobre las condiciones de internamiento, pero también para proporcionar una asistencia.

Los medios utilizados son generalmente el teléfono, vía las cabinas telefónicas de los centros o los teléfonos móviles de los detenidos, así como las visitas privadas a los detenidos.

Este tipo de intervención, que responde a las deficiencias de los dispositivos legales, no da una visión de conjunto, sino que permite difundir información sobre las condiciones de retención.  

Ejemplos: 
Eslovenia: La Anti-Racist Assembly del ROG, después de un año de comunicación con los migrantes detenidos en el centro de retención de Postojina a través de las visitas diarias, publicó un informe que denunciaba las violaciones de los derechos fundamentales que ahí se cometen.

Francia: a consecuencia de las revueltas de unos detenidos en los centros de retención a finales de 2007, unos individuos instauraron una comunicación con los migrantes detenidos en algunos centros y difundieron regularmente sus testimonios.

La Anafé tiene una permanencia telefónica con el fin de prestar asistencia jurídica a las personas mantenidas en todas las zonas de espera de Francia. 

Chipre: en un contexto de fuerte represión de las asociaciones que se movilizan alrededor de las cuestiones de encierro, y de la casi imposibilidad de llevar una mirada exterior a los centros de encierro, la comunicación con los migrantes a través de las llamadas telefónicas es el único medio de difundir información sobre las graves violaciones de derechos sufridas por los extranjeros detenidos. 

2 – Por medio de la recopilación de testimonios de migrantes que pasaron por algunos centros no accesibles por las ONG

En ocasiones no se autoriza ningún derecho de acceso a los lugares de encierro, particularmente en los países situados en las fronteras exteriores de Europa dónde la creación de campos de retención, bajo el impulso de las políticas europeas, no se inscribe en ningún marco legal. En estos países, los lugares de encierro se convierten en lugares inaccesibles a las miradas exteriores. Un medio para tener información sobre lo que ocurre allí es recoger los testimonios de los migrantes que pasaron por estos centros.

Ejemplos: 

Libia, Argelia y Túnez: las únicas informaciones sobre los campos han sido reunidas gracias a los testimonios de los migrantes que estuvieron allí en tránsito, una vez llegados a Europa, así como a través de algunos reportajes, informes oficiales (Comisión Europea para Libia) o de organizaciones internacionales. 

Turquía: las ONG no están autorizadas a acceder a los centros de detención para migrantes  “ilegales”, sólo el ACNUR puede tener acceso.

Estas informaciones pueden combinarse con los informes de organizaciones internacionales que sí han podido tener acceso a estos centros. No obstante, son incompletas y las reivindicaciones deberán dirigirse más particularmente a la Unión Europea, que debería controlar e informarse de la situación de los migrantes en estos lugares de encierro.

III – Lo que prevé la Directiva Retorno

Las disposiciones de la Directiva Retorno son insuficientes para garantizar a los actores de la sociedad civil un derecho de fiscalización sobre los lugares de encierro de los migrantes.

El acceso a los centros: Respecto al acceso a los centros de retención, el artículo 16 párrafo 4 prevé que: "las organizaciones y las instancias nacionales, internacionales y no gubernamentales competentes tienen la posibilidad de ir a los centros de retención contemplados en el párrafo 1, en la medida en que son utilizados para la retención de los nacionales de países terceros, conforme al capítulo presente. Estas visitas pueden estar sometidas a autorizaciones".

Este artículo es muy poco preciso y no prevé ni las condiciones ni las modalidades prácticas de la concesión de esta autorización, ni siquiera la obligación de motivar una decisión negativa.

El derecho a una ayuda judicial gratuita: el artículo 13 no prevé las modalidades de esta ayuda. 

No se precisa nada sobre los actores que podrán designarse para prestar asistencia jurídica a los migrantes en los centros (competencias, independencia de los actores designados, etc.), ni siquiera la garantía de acceso de estos actores a los expedientes y al procedimiento en curso relativo al alejamiento y a la retención de los migrantes.

Control de los centros: la directiva no prevé un control regular sobre la situación en estos lugares de encierro por parte de organizaciones independientes de las autoridades nacionales.

Documento 3 :

Líneas de reivindicaciones que pueden ejecutarse a nivel nacional por las ONG y que hay que adaptar según los contextos
Peticiones a los Estados y a las autoridades encargados de la gestión de los lugares de encierro:

Acceso de la sociedad civil a los lugares de encierro 
-Garantizar legalmente y sin restricciones el derecho de acceso de la sociedad civil, y particularmente de las ONG, a los lugares de encierro de los extranjeros, 

- Legislar sobre las modalidades de acceso de la sociedad civil y de las asociaciones con el fin de que este acceso sea efectivo  

Ayuda a la defensa de los derechos de los extranjeros detenidos 

- Garantizar a los extranjeros detenidos un acceso efectivo a la defensa de sus derechos por actores independientes de las autoridades nacionales, 

- Dar a estos actores los medios financieros que aseguren el ejercicio de su misión con toda independencia y sin que esta financiación tenga contrapartidas.

Control sobre las condiciones en los centros 

- Garantizar que organizaciones independientes de las autoridades nacionales ejerzan un control regular sobre la situación en estos lugares de encierro.
Difusión de información sobre la situación de estos lugares de encierro 

- Dar cuenta a la sociedad civil de la situación en estos lugares de encierro, en particular comunicando sobre su existencia, número y funcionamiento de los lugares de encierro de los extranjeros en su territorio.

Derecho de los migrantes detenidos a comunicarse con el exterior 

- Garantizar legalmente a las personas detenidas el derecho a comunicarse con el exterior  regulando estas posibilidades de comunicaciones de tal modo que sean efectivas: especialmente por la disposición de medios de comunicación (acceso a teléfonos y a tarjetas telefónicas gratuitas, autorización sin restricción de visitas).
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� : - diez miembros de la Anafé : Asociación de acogida a los médicos y personal de salud en Francia (APSR) ; Amnistía Internacional Francia ; Anafé ; CIMADE ; Francia Tierra de asilo; Foro refugiados ; Grupo acogida y solidaridad (GAS) ; Grupo de información y de apoyo a los inmigrantes (GISTI) ; Liga de derechos humanos; Movimiento contra el racismo y para la amistad entre los pueblos (MRAP) 


- y tres asociaciones no miembros de la Anafé: Cruz Roja francesa; Médicos sin fronteras (MSF); Médicos del mundo.
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